Informe para la Oficina del alto Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos Humanos, relativa a la resolución 68/179 de diciembre de 2013 sobre la protección de los  niños, niñas y adolescentes migrantes.
Como punto de partida es importante mencionar que la República Argentina ha plasmado un nuevo paradigma de derechos con la sanción de la Ley 25.871, en el año 2004.
Esta ley refleja el compromiso asumido por nuestro país de garantizar el pleno respeto de los derechos humanos de los migrantes y sus familias, al tiempo que establece mecanismos de fácil acceso a la regularidad migratoria. A título de ejemplo, merecen ser destacados algunos párrafos del citado cuerpo legal, que dan cuenta de la perspectiva de derechos humanos en el tema, tales como: respeto de los derechos humanos y compromisos internacionales sobre la materia: (Art. 3º),  derecho a la migración (Art. 4º), derecho a la igualdad de trato (Art. 5, 6 y 13), derecho a la educación, la salud y a la información (Art. 7, 8 y 9 respectivamente); fácil acceso a la regularidad migratoria siendo nacional de un Estado Parte o Asociado del MERCOSUR como base del acceso de residencia legal ( Art. 23  inc. l); necesaria Intervención Judicial en los procesos de Expulsión (Titulo V Capitulo), retención del Extranjero para efectivizar expulsión como facultad exclusiva del la Justicia (Titulo V Capitulo II) y penalización del delito de tráfico ilegal de personas, con agravamiento de la pena cuando se hubiera puesto en peligro la vida, salud o integridad del migrante o cuando se trate de un menor de edad (Cap.VI).
Se trata de una norma que basada en nuestra realidad histórica, geográfica, económica regional y reconociendo nuestra tradición de país receptor de migrantes, crea los mecanismos que posibilitan que los migrantes accedan a la regularidad migratoria.
Una iniciativa importante que responde a los derechos creados en la ley 25.871 es el Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria Patria Grande
 creado en 2005 por la Dirección Nacional de Migraciones (Disposición 53.253/2005)
. Este programa está orientado a la ejecución de medidas encaminadas a la inserción e integración de la población migrante a través de la facilitación del acceso a la regularización de todos los migrantes del MERCOSUR y países asociados (Brasil, Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela).

Para facilitar el proceso de integración de las distintas colectividades de inmigrantes la Dirección Nacional de Migraciones (DNM) estableció en el diseño del Programa la intervención directa de los distintos niveles de gobierno, provincias y municipios a partir de la toma de trámites, y convocó la participación de la sociedad civil para lograr un mayor alcance y aproximación a la población migrante.
El acceso a la regularización migratoria basada en el criterio de nacionalidad no tiene una vigencia acotada -no es una amnistía ni ninguna otra medida de excepción-, sino que su carácter es el de una política de Estado y rige tanto para todos aquellos nacionales MERCOSUR que se encuentren residiendo en el país como para aquellos que ingresen en el futuro.
La Ley de Migraciones que además de simplificar las tramitaciones para la regularización migratoria, asegura el acceso a la salud, la educación y a la asistencia social de la población extranjera independientemente de su situación migratoria, garantiza el derecho a la reunificación familiar y a un tratamiento libre de discriminaciones.
El articulado de la Ley también contiene criterios de radicación tendientes a no separar los niños de sus familias, estableciendo por ejemplo, el otorgamiento de la residencia por: 

a) por ser hijo/a de argentinos o inmigrantes radicados; o
b) por ser padre/madre de niños/as argentinos o migrantes radicados – facilita el acceso a la residencia de la niñez migrante y/o de sus padres.

Respecto a la cuestión de los niños migrantes no acompañados, es menester destacar que es propósito de la Dirección Nacional de Migraciones adecuar la normativa referida al egreso e ingreso de menores a efectos de garantizar el interés superior del niño, niña o adolescente, de conformidad con lo establecido por la Convención sobre los Derechos del niño, sin que ello menoscabe el ejercicio de la patria potestad. En este contexto, la Dirección Nacional de Migraciones adoptó la Disposición 2656/2011 mediante la cual se regula el Ingreso y Egreso de los menores en el territorio argentino, cuyo texto se acompaña a la presente.
Por su parte, en lo vinculado a la protección de los niños que ingresan a nuestro país y solicitan el estatuto de refugiado cabe mencionar que en el año 2011, se adoptó el “Protocolo para la protección, asistencia y búsqueda de soluciones duraderas para los niños no acompañados o separados de sus familias en busca de asilo”, que se encuentra en la actualidad en etapa de implementación.
La elaboración estuvo a cargo de un grupo de trabajo compuesto por organismos gubernamentales (Dirección Nacional de Migraciones, Comisión Nacional para los Refugiados, Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia –SENAF– del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia y el Ministerio Publico de la Defensa y los órganos locales de protección de Derechos.), organizaciones de la sociedad civil  y organismos internacionales (ACNUR, OIM, UNICEF). 

El protocolo es un mecanismo de coordinación entre los distintos actores involucrados para la intervención y respuesta con el objeto de satisfacer las necesidades de protección y cuidado de los niños no acompañados o separados de sus familias que buscan protección internacional en el país, que define claramente los roles y las responsabilidades de los distintos actores involucrados en su atención, desde el momento de su identificación hasta encontrar una solución duradera a su situación. El protocolo involucra:

-Procedimiento diferenciado con plazos más cortos de resolución (6 meses desde la designación del tutor)

-Oficial de elegibilidad especializado en la temática.

-Coordinación y capacitación con la DNM para la identificación en frontera – identificación temprana – Formulario de Registro Inicial

-Coordinación con órganos de protección local s/ niñez

-Desigancion de un  Tutor ad-hoc de la DGN para todos los niños que solicitan refugio.

-Acompañantes de la DGN en el inicio de la solicitud y que ayudan a la integración local.

-Medidas de cuidado inicial: Alojamiento, Acceso a la educación (idioma español) y salud 

-Establece formas complementarias de protección (recomendación a la DNM de radicación por razones humanitarias)
El Protocolo debe ser interpretado y aplicado de acuerdo con un enfoque basado en la comunidad y en los derechos humanos y con una perspectiva de edad, género y diversidad. Se procurará tener siempre en cuenta las especiales necesidades de protección, asistencia y cuidado de los niños con necesidades de protección internacional, así como los potenciales riesgos que pueden enfrentar.
Los principios que lo rigen son: a) no discriminación, b) interés superior del niño, c)  derecho del niño a expresarse libremente, d) integridad de la familia, y e) respeto de los principios  fundamentales de la protección de los refugiados

Son organismos con competencia en la aplicación del protocolo, la Comisión Nacional para los Refugiados (CONARE) creada por Ley 26.165, integrada por 5 comisionados representantes del Ministerio del Interior (DNM); del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto (Dirección de Derechos Humanos) ; Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (Ministerio Público de la Defensa) ; Ministerio de Desarrollo Social (Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia (SENAF) y del  Instituto Nacional Contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI). Funciona en el ámbito del Ministerio del Interior y es asistida por una Secretaría Ejecutiva. 

Tiene las siguientes funciones: a) Proteger los derechos de los refugiados y solicitantes de asilo que se hallen bajo la jurisdicción de la República Argentina en toda circunstancia, para lo cual está facultada para ejecutar todas las acciones necesarias para velar por el goce efectivo de los derechos de los refugiados y de sus familiares; b) Resolver, en primera instancia, sobre reconocimiento y la cesación de la condición de refugiado; c) Resolver sobre el otorgamiento de autorización para las solicitudes de ingreso al país por motivo de reunificación familiar y reasentamiento; d) Convocar a autoridades nacionales, provinciales y municipales a fin de proponer la coordinación de acciones conducentes al cumplimiento de los objetivos de esta ley y en particular, en lo que concierne a: (1) La protección de los derechos de los refugiados para acceder al trámite de solicitud de reconocimiento del estatuto de refugiado; (2) La asistencia de los refugiados y sus familiares, y (3) Su inserción en la vida social y económica del país. 

Conforme al artículo 42 de la Ley 26.061, el sistema de protección integral se conforma por los siguientes niveles: i) NACIONAL: Es el organismo especializado en materia de derechos de infancia y adolescencia en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional (SENAF); ii) FEDERAL: es el órgano de articulación y concertación, para el diseño, planificación y efectivización de políticas públicas en todo el ámbito del territorio nacional (Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia); c) PROVINCIAL: es el órgano de planificación y ejecución de las políticas de la niñez, cuya forma y jerarquía, determinan cada provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Las Organizaciones de la sociedad Civil que aportan asistencia a los refugiados son:

-
Fundación Comisión Católica Argentina para las Migraciones (FCCAM)

-
Migrantes y Refugiados en Argentina (MyRAr) .

La Política de Protección Integral de Derechos de las niñas, niños y adolescentes debe ser implementada mediante una concertación articulada de acciones de la Nación, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los Municipios. 

ORGANISMOS INTERNACIONALES que ofrecen asistencia los refugiados con presencia en el país: Alto Comisionado de las Naciones unidas  para los Refugiados (ACNUR) y Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 
El documento ha sido considerado como una buena práctica por la Oficina Regional del ACNUR siendo el primer instrumento de coordinación operativa de esta naturaleza en la región, e implica un logro significativo para avanzar en la protección y asistencia de los niños refugiados. 

ELABORACIÓN DE UN PROTOCOLO SOBRE NIÑOS MIGRANTES POR PARTE DEL INSTITUTO DE POLÍTICAS PÚBLICAS Y DERECHOS HUMANOS DEL MERCOSUR.
Los Estados miembros del MERCOSUR aprobaron un Programa de Acciones y Actividades para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes migrantes y de sus familiares en el marco de un Plan Estratégico  elaborado por el Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos del MERCOSUR (IPPDH).

Asimismo, los países han acordado que la implementación del Programa esté a cargo de la Comisión Permanente Niñ@Sur que funciona en el marco de las Reuniones de Altas Autoridades en Derechos Humanos y Cancillerías del MERCOSUR (RAADDHH) y que cuenta con el apoyo técnico del IPPDH.

Una de las acciones previstas en el programa es la de promover la armonización y adecuación de la normativa que rige los procedimientos de control migratorios a los estándares de derechos humanos aplicables a niños, niñas y adolescentes (en adelante, NNA), para lo cual se propuso la realización de las siguientes actividades:

· Elaborar lineamientos para el diseño de un procedimiento de determinación de medidas de protección de derechos adecuadas e inmediatas de niños y niñas migrantes acompañados y no acompañados

· Elaborar lineamientos a fin de garantizar el cumplimiento de las garantías del debido proceso en todos los procedimientos migratorios en los que se encuentre involucrados niños y/o niñas, de acuerdo a los estándares de derechos humanos en la materia, y en particular aquellos que la Corte IDH establezca en la opinión consultiva

En este sentido, en ocasión de la XXIV RAADDHH se dio mandato al IPPDH para elaborar un proyecto de protocolo que incorpore lineamientos para la atención a niñas, niños y adolescentes migrantes con el objetivo de armonizar los procedimientos a nivel interno de los Estados y a nivel regional en los Estados Parte y Asociados del MERCOSUR. 

La finalidad del citado protocolo será establecer criterios mínimos y pautas de acción comunes para la identificación y atención de situaciones de vulneración de derechos de niños y niñas migrantes, así como armonizar los procesos regionales a fin de lograr una adecuada articulación entre los países del MERCOSUR. 

Entre los objetivos del Protocolo se encuentra la identificación de las autoridades competentes en cada uno de los países que deben coordinar la intervención y respuesta para la protección de derechos de un niño o niña migrante.

En particular, deben seguir las prescripciones de este Protocolo las instituciones de los Estados cuyo personal cumpla funciones de control migratorio, así como también el personal de las instituciones de protección de los derechos del niño, y todas aquellas instituciones, que en el ámbito de sus respectivas competencias, desempeñen funciones vinculadas directa o indirectamente a la atención de niños, niñas y adolescentes migrantes. 

Para la efectiva implementación de este Protocolo, los Estados se comprometen a desarrollar las regulaciones complementarias que resulten necesarias en el ámbito nacional para su efectiva adecuación.

Los principales instrumentos regulatorios que concurren a la protección de los niños, niñas y adolescentes en la República Argentina son los que siguen: 

Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Tiene como objeto “la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte” con carácter de orden público, irrenunciables, interdependientes, indivisibles e intransigibles”, atendiendo al interés superior del sujeto. 
La Ley entiende que ese Interés Superior del sujeto estará garantizado con el cumplimiento y respeto de  los siguientes derechos:

a) Su condición de sujeto de derecho; 

b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta; 

c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y cultural; 

d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales; 

e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común; 

f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia.

Comprobada la amenaza o violación de derechos, entre las medidas concretas de protección a los niños, niñas y adolescentes, sin distinción de nacionalidad, y sin que la ley las registre como taxativas, se pueden mencionar: 

a) Aquellas tendientes a que las niñas, niños o adolescentes permanezcan conviviendo con su grupo familiar; 

b) Solicitud de becas de estudio o para jardines maternales o de infantes, e inclusión y permanencia en programas de apoyo escolar; 

c) Asistencia integral a la embarazada; 

d) Inclusión de la niña, niño, adolescente y la familia en programas destinados al fortalecimiento y apoyo familiar; 

e) Cuidado de la niña, niño y adolescente en su propio hogar, orientando y apoyando a los padres, representantes legales o responsables en el cumplimiento de sus obligaciones, juntamente con el seguimiento temporal de la familia y de la niña, niño o adolescente a través de un programa; 

f) Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico de la niña, niño o adolescente o de alguno de sus padres, responsables legales o representantes; 

g) Asistencia económica.

El  Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes está conformado por todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a la promoción, prevención, asistencia, protección, resguardo y restablecimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y establece los medios a través de los cuales se asegura el efectivo goce de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, demás tratados de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y el ordenamiento jurídico nacional.

En el caso de niños, niñas y adolescentes (también los migrantes) que estuvieran  temporal o permanentemente privados de su medio familiar o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio, se implementarán las llamadas medidas excepcionales, que tienen como objetivo  la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias.

Estas medidas son limitadas en el tiempo y sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que les dieron origen. Sólo serán procedentes cuando, previamente, se hayan cumplimentado debidamente las medidas de Protección integral de Derechos, que son aquéllas emanadas del órgano administrativo competente local ante la amenaza o violación de los derechos o garantías de uno o varias niñas, niños o adolescentes individualmente considerados, con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias. 

Declarada procedente esta excepción, será la autoridad local de aplicación quien decida y establezca el procedimiento a seguir, acto que deberá estar jurídicamente fundado, debiendo notificar fehacientemente dentro del plazo de veinticuatro (24) horas, la medida adoptada a la autoridad judicial competente en materia de familia de cada jurisdicción.

El funcionario que no dé efectivo cumplimiento a esta disposición, será pasible de las sanciones previstas en el Capítulo IV del Código Penal de la Nación.

La autoridad competente de cada jurisdicción, en protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes dentro del plazo de  setenta y dos (72) horas de notificado, con citación y audiencia de los representantes legales, deberá resolver la legalidad de la medida; resuelta ésta, la autoridad judicial competente deberá derivar el caso a la autoridad local competente de aplicación para que ésta implemente las medidas pertinentes.

Las medidas  excepcionales  se aplicarán conforme a los siguientes criterios: 

a) Permanencia temporal en ámbitos familiares alternativos mientras se buscan e individualizan personas vinculadas a ellos, a través de líneas de parentesco por consanguinidad o por afinidad, o con otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según costumbre local, en todos los casos teniendo en cuenta la opinión de las niñas, niños y adolescentes; 

b) Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más breve lapso posible puede recurrirse a una forma convivencial alternativa a la de su grupo familiar, debiéndose propiciar, a través de mecanismos rápidos y ágiles, el regreso de las niñas, niños y adolescentes a su grupo o medio familiar y comunitario. Al considerar las soluciones se prestará especial atención a la continuidad en la educación de las niñas, niños y adolescentes, y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. Estas medidas deberán ser supervisadas por el organismo administrativo local competente y judicial interviniente; 

c) Las medidas se implementarán bajo formas de intervención no sustitutivas del grupo familiar de origen, con el objeto de preservar la identidad familiar de las niñas, niños y adolescentes; 

d) Las medidas de protección excepcional que se tomen con relación a grupos de hermanos deben preservar la convivencia de los mismos; 

e) En ningún caso, las medidas de protección excepcionales pueden consistir en privación de la libertad; 

f) No podrá ser fundamento para la aplicación de una medida excepcional, la falta de recursos económicos, físicos, de políticas o programas del organismo administrativo.

En el marco de esta ley, se crea en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional, la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, organismo especializado en materia de derechos de infancia y adolescencia, la que funcionará con representación interministerial y de las organizaciones de la sociedad civil,  presidida por un Secretario de Estado designado por el Poder Ejecutivo nacional.

También se crea  el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, integrado por quien sea  titular de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y por  representantes de los Órganos de Protección de Derechos de Niñez, Adolescencia y Familia existentes o a crearse en cada una de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

La conjunción de ambas normas, Ley de Migraciones (N° 25.871/2004) y Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes (N° 26.061/2005) sustenta una perspectiva basada en el enfoque de derechos en relación con la protección de la niñez migrante, pasible de ser profundizado a partir de ésta  buena base legislativa.
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